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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

EXP. N.' 0l 764-201 8-PC/TC
TACNA
MIRYAM MACARENA BARAFIONA
CAMACHO

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, I5 de oclubre de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Miryam Macarena
Barahona Camacho contra la sentencia de fojas 51, de fecha 16 de abril de 2018,
expedida por Ia Primera Sala Civil Pemanente de la Corte Superior de Justicia de

eclaró improcedente Ia demanda de autos

ENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
oficial El Peruano el 29 dc agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el
fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
denegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes
supuestos, c¡ue igualmente están contenidos en el artículo 1 1 del Reglamento
Normativo dcl Tribunal Constitucional:

a) Carezca dc fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

trascendencia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En la sentencia emitida en el Expediente 03748-2013-PCiTC, publicada el 30 de
noviembre de 2015 en el portal u'eb institucional, este Tribunal desestimó el
proceso de cumplimiento mediante el cual la demandante solicitó que se ejecute la
resolución administrativa que ordenó que, en aplicación del artículo 48 de la
derogada L,ey 24029, se incorpore a su pensión la bonificación por preparación de
clases y evaluación en un monto equivalente al 30 oA de su remuneración total y se

le pagucn los devengados desde que ingresó a la docencia. La sentencia declaró
infundada la demanda en el extremo referido al pago de la mencionada bonihcación
a la dcmandante en su condición de docente cesante. Allí se argumentó que, cn este
exhemo. la resolución administrativa matcria de cumplimiento carece de la
virtualidad y la legalidad suficiente para constituirse en mandamus, porque
transgrede la norma legal que invoca, dado que los docentes en situación de
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cesantes no tiencn derecho a pcrcibir la mencionada bonificación, puesto que Ia
finalidad de este derecho es retribuir la labor que efectúa el docente en actividad
fuera del horario de clase, consistente en la preparación de clases y evaluación.

3. El presente caso es sustancialmente igual al resuelto, de manera desestimatoria, en

la sentencia cmitida en el Expcdiente 03748-2013-PCiTC, puesto que los
demandantes, herederos de don Norman Guillermo Enrique Barahona Villalba,
quien tr.rvo la condición de docente cesante. pretenden que se ejecute la Resolución
Directoral Regional 1614, que ordena que se le pague la suma de Si 13 395.48 por
concepto de devengados de la boniñcación por preparación de clases y evaluación,
calculada sobre Ia base del 30 o/, de su remuneración total.

4. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 y 3 supra, se verifica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite d) del tundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso d) del artículo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, coresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
confiere la Constitución Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE cl rccurso de agravio constitucional

Publíquesc y notifíquese
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MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
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VOI'O SIN(;L-rl,^tt DI,IL NrAGlSl'll^D() I"IiRREItO COS'I'A

('on Ia polcstacl que me otorga la Constitución. y cot-l el mayor respeto por la ponencia

clc nri colega magistrado. cmilo el presente voto singular. para cxprcsar respetuosamente

cluc disiento del precedentc vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/|C.
SlrNl'ENCrlA IN'I'LjRLOCIJI'OI{IA DENEGAI'ORIA. por los lr-urdamentos que a

continuación expongo:

Flr, 'l'tatBuNAL CoNsl'trticfoNAl, coMo coR'l'E DE REvtstoN o FALLO Y No DE

C,\Sr\(rlÓli

I-a Constitución dc 1979 creó el 'fribunal de Garantías Constitucionales cot¡o
insl"ancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al'fribunal Constitucional
cn instancia de fallo. La Constitución dei 79, por primera vez en nuestra l.ristoria
ccrr.rslituc ional, dispuso la crcación de uu órgano acl hoc. independiente del Podel
.lLrclicial. con la talca de garturtizal la supremacía conslitucional y la vigcncia plena

clc los dcrcclros li¡ndamcntalcs.

l.a Lc) lrundamental dc l9l9 cstableció que el -l'ribunal dc (iarantías
('onstilucionalcs era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
cn todo el territorio nacional para conocer, en vía de casación, de los hubeu.v Lorplts
y amparos denegaclos por el Poder JLrdicial, lo clue implicó que dicho 'frihmal no

constitr-ria una instancia liabilitada para fallar en tbmra definitiva sobre la causa. bs

clecir. no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
clcrcchos lccor.rocidos cn Ia Constitución.

li-r ese scntido, la Ley 23185, Ley Orgánica clel 'l ribunal de Garantias
C--onstitr-rc ionales, viger-rte en ese momento, estableció. en sus artículos 42 al 4ó, qr.re

dicho órgano, al encontrar una resoluaión denegatoria que ha violado ia ley o la ha

aplicado en fbrma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en [a
tramitaciór.r y reso|"rción de la den.randa, procederá a casar Ia sentencia y, Iuego de

scñalal la clcflcicncia. devolvcrá los actuados a la Corte Suprema de.lusticia de la
I{cpúhlica (rccnvío) para clLre e mita nucvo lirllo siguiendo sus lineamicntos.

¡r'occclirnie nto cple. a todas luccs. dilataba cn cxceso los procesos collstitucionalcs
lne uc icll¿rr[ls.

iil modelo dc tutela ante amenazas y vulneración de derechos lue scriurncntc
modilicado en la Constitución de 1993. Iln plimer lugar. se an.rplían los
rrccanisnros de tutela de dos a cuatro, a saber. huheas corpus, amparo, habeus tlatu
v acción dc cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Triblural Constitucional
corno órgano de control de Ia constitucionalidad. aun cuando la Constitución lo
calillca en'tincamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
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materia dc procesos constitucionalcs de la libertad, la Constitución establece que el
'l'r'ibunal (]onstitncional es instancia de revisión o fallo,

5 Cabc scñalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202. inciso 2,

prescribe que corresponde al 'l'ribunal Constitucional "conocer, en últimu y
de/initivu inslancia, las resoluciones denegatorias dictadas en los procesos de

habeas cot'])us, qmparo, habeas rlata y acción de cumplimienlo". Esta disposición
constiu.rcional, desde una posición de fianca tutela de los derechos fundamentales.

cxige cluc el 'l-ribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

cstirn¿r alncnazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura divcrsa

contravcnclría rn¿rndatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

clcl'cnsa dc Ia pcrsona hur¡ana y el respeto cle su dignidad como fin suprcmo de la

sociedad y dcl llsta<lo (articulo 1). y "lu obsert'ancia del debido proc'eso .)' lulel(t
jtrri,scliccioncrl. Ninguna personu puede .rer desviada ¿le la juritLlic'c'ión

predeIerminctcla ¡tor la ley, ni sometida a procedimiento distinto de lo.t pt etiumente
e¡'tablccidos, ni luzgada ¡tor órganos' jurisdiccionales de excepcit)n ni por
ct¡mi¡^iones espec'iules creudus al e,fbcto cttalqttiera sea su denominctciÓn"'
ct'rnsagrada cl.r cl artículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a dil-erencia de lo clue aconlece en otros países, en los cualcs el

acccso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del cerlic¡ruri
(Suprema Corle de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por

un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fbndo
cn los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una

¡rlotcccitin cie su clcrecho en sede dcl Podcr Judicial. Eu otras palabras, si lo cltre

cslti clr cliscL¡si(lu cs Ia supucsla ¿lmcnilza o lesión c1e un clerecho lundamenlal. sc

ilcbc ahlir la r'ía colrcspondicntc para que el 'i'ribunal Constitucional pucdir

pronunciarsc. I)clo Ia apcrtLlra de esta vía solo se produce si se- pcmrite al

pcticionante colaborar con los j ucccs constitncionales l-nedi¿rnte un pormenorizaclcr

análisis de lo que se pretende, de lo clue se invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrcnunciable a la def'ensa; además. un Tribunal Constitucional constituye el más

ol-cctivo lncdio de dcl'ensa cle los derechos filndamentales ticntc a los poderes
pÍrblicos ¡, privados, Io cual cvidencia el triunfb de la justicia lrente a la

rrlb it la licdutl.

Iit, DERECIIO A sER oÍDo coNto NtANtFtst-ACIóN DE l,A DEI,tocRA'ftzACloñ DE l,os
Ilrrocrsos CoNs'rlrucloNALES DE LA LI BER'I-A t)

8. La administración cle.jr,rsticia constitucional de la liberlad clue brinda el l-ribr-rnal
('onstilucronal. dcsrlc su creación. cs respetuosa. como conesponde. del derecho de
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del'cnsa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el dcrecho a ser

ruíc1o con krdas las dcbidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual sc

clctcrurincn sus clcrechos, intereses y obIigacioncs.

I l)rccisarrenlc. r'ni ale.jamiento respecto a la cmisión de una resolución constitucional
sin rcalizarsc audiencia de vista está relacionaclo con la del'ensa. la cual. sólo cs

cl'cctiva cuando el justiciable y sus abogados pucdcrl cxponer. de manera dscrita l
oral. los al'gumelllos pel'tinentes, concretándose el principio de inmediación quc

debe regir en toclo proceso constitucional.

10. Sobrc la intclvcnción dc las partes, crlrresponde señalal' quc. eI1 tanto que Ia
potcstacl clc acln.rinislral justicia constituye una manifbstación del poder clue el

l]stado oslcnta scibre las personas. su cjercicio resulta constitucional cuando se

briuda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano. lo cluc

inch-rye e[ derecho a ser oído con las dcbidas garantías.

I L Cabe añadir que la participación directa de las partes, en def-ensa de sus intereses,
cluc se concede en la audiencia de vista, también constitr-rye un elemento clue

de mocrati;z-a cl proccso. Dc Io contrario. se decidiría sobre la esf-era de interés de

una pcl'sona sin pennitirle alegar lo correspondiente a su fávor. lo que rcsultaría
cxcluvcntc ¡ antidcrnocrálioo. Adc:má s. cl 'l'ribunal Constitucional tiene cl deber
inclucliblc clc optimizirr. cn cada caso concrelo. las razones. los motivos y los
argumentos qr.rc justil'ican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la.iusticia de sus razones. por
expl'esar dc modo surflciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada

cüso quc ¡estrclvc.

12. lrn csc sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
dcrccl.ro de del'ensa "obliga al listudo o treÍar al individuo en todo momento como
un t,er¿lu¿lero sujeto clel proceso, en el más amplio sentido de este conceplo, y no

simplemenle como obfeto del mismo"t,y que tfuara que exisÍa debitlo proceso legal
es preciso qLte un justiciable pueda hacer valer sus clerechos y de.fbruler sus

intereses en-.forma efeclittct )t en condiciones de iguuldad procesal con olros

.ju.r^ticiublcs"".

I (lorle lDLl. Caso Baneto Leiva vs. Venezuela. sentencia del I7 de noviembre de 2009.
párralb 29.

2 Corte IDH. Caso Ililaire, Constantine y Benjamin y olros vs. Trinidad y Tobago,
scrrtcncia dcl 21 de junio de 2002, párrafo 146.
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13. El modelo de "inslancia de fallo" plasmado en Ia Constittlción no puede ser

dcsvirtuado pol' cl Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

clisposiciones. Diclio'fribunal es su intérpretc suprcmo, pero no su refbrmador, toda

vcz clLrc como órgano constituido tar¡bién está sometido a la ConstituciÓn.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la Iibertad la dcnominada
"sentencia interlocutoria", el recurso dc agravio constitucional ([dAC) pierde su

vcrdadcra esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene compctencia
para "revisar" ni mucho menos "recalif-icar" el recurso de agravio constitucional.

I5. De conkrrnridad con los artículos l8 y 20 del Código Procesal Constitttcional, el
'l'ribunal (lonslitucional no "concede'' el recurso. Esta es una competencia dc la
Sala Sr,r¡rclior dcl Podcr .ludicial. Al 'l'ribunal lo que le corresponde es ccinocer del

I{ACI y pronunciarse sobre el lbndo. Pol'ende, no le ha sido dada la compctcncia cle

rechazar dicho rccurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega

como un agravio que Ie causa indefensión.

16. [)or otlo lado, la "senlencia interlocutoria" establece como supuestos para su

aplicaciór.r lórmulas imprecisas y anrplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

rct¡uierc scr aclarado, justificado y concretado en supuestos espccíficos, a saber.

idcntilrcar cr.r c1r-ré casos se aplicaría. No hacer lo, no defrnirlo, ni justiñcar1o.

cor.rvicrte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
al'ectar. entre otros, cl dcrecho lirndamental de def'ensa, en sLI manit-estación de ser

oído con las debidas garantÍas, pues ello daría lugar a decisiones sub.fetivas y
cal'cntcs dc prcdictibilidad, af'ectando notablemente a los justiciables, c1r:ienes

tcndrian c¡uc aclivinar qué resolverá el I'ribunal Constitucional antes de prcsentar su

rcspcctiva dcnranda.

17. l)or Io dcrnirs, mutot¡,\'ntula¡tdis'. el precedente vinculante contenido en Ia Sentencia
00987-2014-PA/1'C repite lo señalado por el -lribunal 

Constitucion¿il en otros
l¿llos. como cn cl caso Luis Sánchez Lagormarcir.ro Ramírez (Sentencia 02811-
2005-PIIC/TCI). Dc-l mismo modo, constitr-rye una reafirmación de la naturalcza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad. vía previa.
vías paralelas. litispendencia. invocación del derecho constitucional líquido y
cicrlo, e tc. ).

Itt. Sin cmbargo. el hecho de que 1os procesos conslitucionales de la libertad sean de

una natulalcza procesal distinta a Ia de los procesos ordinarios no constituye un
rnolivo para que se pueda desvirlr"rar la esencia principal del recurso de agravio
constilucional.
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t 9. Por tanto. si se tiene en cuenta clue la justicia en sede constitucional representa Ia

última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los

agraviados. r,oto a lavor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista. lo c¡ue garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
dcllnitiva. sea la ¿rdecuada para poder escuchar a las personas al-ectadas en sus

clcrcchos esencialcs cnando 11o encuentran .justicia en el Poder .ludiciall
cs¡rccialmcntc si se lirne en cuenla tlue, agotada la vía constitucional, al .justiciable
solo lc cluccla cl caurino dc la jurisdicción internacional de prolccción de clerechos

hnm¿inos.

20. Como añrmó Itaúrl lierrero ltebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una dct'cnsa total de la Constitr,lción, pues si toda garantía constitucional
entraña el acccso a la prestación jurisdiccional, cada cual al det'ender sur derecho

cstá dcfendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprirnida o

cnvilccida sin la protección .judicial auténtica".
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